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PROYECTO DE DECRETO REGLAMENTARIO 

EXTINCIÓN DEL DOMINO  
 
 

1. Aspectos generales:  

 

• Se pretende reglamentar la Ley 160 de 1994 (art. 53 que no está vigente), se debería 

reglamentar el Decreto Ley 902 de 2017 y respetar la etapa administrativa del 

procedimiento único. 

• Hace referencia a procedimientos y trámites que actualmente no tienen soporte legal 

(por ej., inversión de carga de la prueba, inspección ocular -en vez de visita predio a 

predio). 

• Amplía, por vía reglamentaria, los supuestos de hecho de la extinción del dominio, a 

pesar de que existe una reserva legal en cuanto a esas causales. 

• Suprime la obligatoriedad de la visita al predio para realizar la extinción del dominio, 

a pesar de que tanto la Ley 160 de 1994, como el Decreto Ley 902 de 2017 lo 

establecen como una medida para garantizar la verdad de la explotación del predio. 

• Desestimula el uso de las pruebas directas para determinar la explotación de un 

predio. 

• Modifica la prueba de la explotación económica, con ello se llevaría a que los usos 

que el gobierno no considere legítimos darían lugar a extinción del dominio. 

2. Aspectos sustanciales:  

 

i. Traslada sistemáticamente y por vía reglamentaria la carga de la prueba al propietario. 

Este asunto es de extrema gravedad y, por supuesto no puede hacerse por vía de 

reglamento. La carga de la prueba es una cuestión que goza de reserva legal, en la 

actualidad el Decreto Ley 902 de 2017 no la contempla. 
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ii.  Amplía de manera excesiva y por vía reglamentaria los supuestos que dan lugar a la 

extinción del dominio. 

 
1. Extiende los conceptos de utilización irregular a aspectos contenidos en planes y 

proyectos de explotación definidos por el Gobierno, con ello restringe los usos 

definidos en la Ley 200 de 1936 y 160 de 1994, que hablaban de explotación 

económica, sementeras, ganado, etc. 

 
2. Incluye como explotación irregular aquella que se produce con evasión tributaria, 

omisión de activos e inclusión de pasivos inexistentes. Estos asuntos no tienen nada 

que ver con aquellos respecto de los cuales es competente la ANT.  

 
No queda claro si ella puede autónomamente realizar esa verificación o si debe hacerlo 

la DIAN. 

 

Tal y como está redactado, la ANT se convierte en autoridad tributaria. 

 
3. Limita el concepto de explotación de terceros a la acreditación de un vínculo contractual -

civil o comercial- o laboral, con lo cual buena parte de las relaciones de explotación de la 

tierra, basadas en la informalidad, no tendrían ningún valor. 

4. El artículo 2.14.19.4.8 es particularmente grave, toda vez que trae una lista de asuntos 

sobre los cuales tendría competencia la ANT, relacionados con: 

 
Entendido esos usos con deterioro, entre otros:  

- El uso de los predios, con contaminación de fuentes de agua  
- El uso de los predios con procesos de deforestación  
- El uso de los predios, cuando generen deterioro del suelo, que perturbe el derecho 
de ulterior aprovechamiento.  
- El uso de los predios se dé, con violación de las condiciones establecidas en las 
licencias ambientales respectivas, según concepto de la ANLA  
- Usos de los predios con violación o transgresión las determinantes ambientales  

 
El proyecto convierte a la ANT en autoridad ambiental, sin ningún tipo de control por 

parte de las autoridades que legalmente deben cumplir esa función. 

 



 

3 
 

 

 


